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La Asociación Pensamiento Penal expresa su preocupación por las declaraciones realizadas por el Fiscal Federal de Orán, Luis Bruno, al diario “El Tribuno” de Salta, el 16 de septiembre de 2012.

El fiscal afirmó: “Tenemos una Cámara Federal de Apelaciones que es un poco garantista y tal vez debería endurecer su postura, porque es un pedido de la comunidad. Es absolutamente legal, pero yo no lo comparto. Cuando el juez pide la excarcelación yo apelo la medida y es la Cámara la que confirma o no la apelación. La mayoría de las veces, la Cámara confirma lo que pide el juzgado. ¿Cómo vamos a combatir las bocas de expendio si a los dos días el que vendía está libre?”
Sostenemos que es obligatorio para los operadores del sistema penal el respeto irrestricto de los derechos y garantías de las personas sometidas a proceso, estando legalmente obligados a garantizar la vigencia de la Constitución y Pactos Internacionales de Derechos Humanos incorporados a ella. 

Resulta poco menos que curioso que el Fiscal Federal exprese que la Cámara Federal de Apelaciones de Salta “es un poco garantista”, dado que el respeto por los derechos y garantías de los ciudadanos no admite graduaciones, máxime si tomamos en consideración que aquel tribunal es, en rigor de verdad, muy propenso a autorizar detenciones sobre la base de un estándar rígido en la materia.
En suma, ser “garantista” no es una opción para los funcionarios judiciales. Es un imperativo legal.

Debe recordarse que en virtud de la presunción de inocencia, todo ciudadano acusado de un delito, cualquiera sea su gravedad, debe permanecer en libertad hasta tanto sea condenado por una sentencia definitiva. La prisión preventiva solo puede decretarse ante la existencia de peligro procesal, es decir ante la existencia de datos objetivos que lleven a presumir fundadamente que el acusado eludirá la acción de la justicia o entorpecerá la investigación. Estos estándares han sido establecidos claramente por la Comisión Interamericana (Informe 35/07) y por la Corte Interamericana (caso “Bayarri c/ Argentina”, entre otros) y son de aplicación obligatoria para todos los funcionarios que operan el sistema penal argentino.

Pretender combatir las bocas de expendio de estupefacientes a través de la detención cautelar de los presuntos vendedores es una flagrante violación constitucional y una subversión inadmisible de las herramientas punitivas. La prisión preventiva solo puede custodiar los fines del proceso: evitar la fuga y el entorpecimiento probatorio. Cualquier otra finalidad político criminal que se persiga con esta institución es ilegal.

Expresa también el Fiscal Federal que ante la falta de lugares de alojamiento dignos para los detenidos: “el juez tiene que analizar, hacer una selección y dejar presos a los peores, a los más peligrosos”.

Solamente las cosas son peligrosas. Las personas, en razón de su dignidad, de ningún modo pueden ser consideradas peligrosas. El juicio de peligrosidad es un resabio del peor pensamiento positivista y posibilitó, a lo largo de la historia, la aplicación indiscriminada de violencia sobre grupos vulnerables en razón de características que el poder considera peligrosas. 

La Constitución rechaza el derecho penal de autor, centrado en la peligrosidad de la persona, adoptando un derecho penal de acto, que sólo permite reprochar acciones previamente tipificadas como delitos. Se debe penar por lo que se hizo, no por lo que se es o por lo que –según dudosos pronósticos– se hará en el futuro. 

La Corte Interamericana ha rechazado enérgicamente el concepto de peligrosidad en el caso “Fermín Ramírez c/ Guatemala”, lo mismo que la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los casos “Gramajo” y “Maldonado”.

En caso de existir problemas de cupo carcelario por exceder la cantidad de personas detenidas la capacidad de alojamiento prevista por el Estado, debe liberarse a quienes no han sido condenados y se encuentran encarcelados a pesar de ser jurídicamente inocentes. Como se ve, el inconstitucional concepto de peligrosidad no tiene ninguna relación con el problema descripto. 

Finalmente, destacamos que la venta de estupefacientes al menudeo no puede ser considerada “narcotráfico”, o una expresión de la denominada criminalidad organizada o compleja. Lo que no quiere decir que estos conflictos deban quedar sin respuesta estatal. Focalizar los recursos violentos del Estado en este tipo de criminalidad mengua notablemente la eficacia de la política criminal estatal e impide investigar y reprimir al verdadero crimen organizado –prácticamente impune en la zona norte del país– que es el que afecta al Estado Democrático de Derecho.

La aplicación de violencia por parte del Estado debe ser la última ratio a la hora de intentar solucionar un conflicto y siempre debe respetar los derechos y garantías de los ciudadanos. La violencia no debe ser aplicada indiscriminadamente, menos sobre los sectores más vulnerables de la población. La política criminal del Estado –como toda política que gestiona un bien escaso– debe aplicarse según criterios de mínima intervención y máxima eficacia contra el verdadero crimen organizado.
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